Causa n° 7.709 Sala III (Registro de Presidencia nº 29.065)

“L. T., N. G. s/hábeas corpus”


A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, sede de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, a los 16 días del mes de octubre de dos mil siete, se reúnen en Acuerdo Ordinario (artículos 47 y 48 de la ley 5.827) los señores jueces, doctores Víctor Horacio Violini y Ricardo Borinsky, con la presidencia del primero de los nombrados, para resolver en la presente causa número 7.709 (Registro de Presidencia número 29.065) caratulada: “L. T., N. G. s/Hábeas Corpus”, conforme al siguiente orden de votación: BORINSKY - VIOLINI.

A N T E C E D E N T E S
El Tribunal en lo Criminal número 1 de Azul, al dictar la sentencia por la que condenara a N. G. L. T. a la pena de doce años de prisión, accesorias legales y costas, como autora responsable de los delitos de homicidio simple agravado por el empleo de arma de fuego y portación ilegal de arma de guerra, en concurso real, resolvió dejar sin efecto el arresto domiciliario que oportunamente le había otorgado como morigeración de la prisión preventiva, de conformidad con lo establecido por el artículo 371, último párrafo, del Código Procesal Penal.

El Defensor de confianza interpuso recurso de casación contra el pronunciamiento, introduciendo como cuestión liminar la relativa a la libertad de su asistida, con fundamento en los artículos 18, 43 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional; 20 inciso 1º de la Constitución Provincial; 164, 371 inciso 7º, 405 y siguientes del Código Procesal Penal; 2 inciso 2º, 3 inciso 2º, 9 inciso 1º, 12 incisos 1º y 2º y 18 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño; y sobre la base de las siguientes consideraciones:

La decisión es contradictoria e incongruente toda vez que el “a quo” invoca, para concluir, que de quedar firme la sentencia la imputada se sustraería al cumplimiento de una alta pena de prisión y su anterior actitud de pretender burlar la justicia, evidenciada con la conducta asumida luego del hecho, circunstancia que, en todo caso, ya se habría verificado al conceder el beneficio revocado. 

Para morigerar la coerción, el tribunal había considerado que, si bien la pena en expectativa llevaría a pensar en mantener la medida de coerción en su forma más estricta, concurrían elementos que permitían presumir que la imputada no procuraría eludir la investigación ni burlar la acción de la justicia: poseía residencia fija y arraigo familiar; no ejerció durante la investigación ningún comporta-miento obstaculizador, sino que, por el contrario, desde un principio reconoció su responsabilidad en el hecho, entregándose voluntariamente y colaborando con el secuestro de los elementos de prueba que obraban en su poder, manteniendo en todo momento su intención de someterse al proceso; tanía buen concepto familiar y era madre de un menor de cuatro años de edad.

En consecuencia, el fundamento de la decisión es insuficiente y contradictorio pues, no habiendo variado las circunstancias de hecho y de derecho que habilitaron el otorgamiento ya que, si bien hubo condena, la sentencia no se encuentra firme al estar pendiente de resolución el recurso interpuesto.

Además, la afirmación de que la imputada intentó, en algún momento, burlar la justicia no se condice con la realidad, toda vez que después del hecho se retiró a su domicilio donde fue detenida inmediatamente por personal policial que allanó su vivienda, confesando espontáneamente su autoría ante los funcionarios, sin oponer resistencia –tal como surge del acta de procedimiento de fs. 58/60-; al momento de prestar declaración en los términos del artículo 308 del Código Procesal Penal ratificó su confesión, manifestando arrepentimiento por lo sucedido, manteniendo igual posición en el debate.

También debe tenerse en cuenta que L. permaneció cinco meses bajo arresto domiciliario, siendo controlada por personal de la Comisaría Segunda de Tandil sin que se registraran inconvenientes, y concurrió a todas las jornadas del debate libre en su persona y sin custodia; y que es madre de un niño de cinco años cuya crianza se encuentra a su cargo exclusivo, toda vez que su marido trabaja gran cantidad de horas como oficial de policía, por lo que su alejamiento perjudica también al menor, con lo que la decisión es contraria a lo establecido por el artículo 9 de la Convención sobre los Derechos del Niño, sin que existan razones valederas para ello, ya ningún beneficio extra trae a la sociedad que la procesada permanezca encarcelada en una unidad penal sin condena firme.

Citó en apoyo jurisprudencia de este Tribunal, solicitando se revoque lo decidido restableciendo el beneficio.

Radicada la causa en la Sala bajo el número 7.640, en atención al contenido de la presentación y la solicitud de libertad, se resolvió extraer testimonio y formar actuaciones por separado originando el presente expediente. 

Encontrándose el Tribunal en condiciones de resolver, se plantean y votan las siguientes

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es procedente la petición articulada? 

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión el Señor Juez doctor Borinsky dijo:

Estimo que la acción intentada es procedente.

Si bien el artículo 371 del Código Procesal Penal, en su último párrafo, establece la posibilidad de que el Tribunal disponga una medida de coerción, agrave la aplicada, o aumente las condiciones a que se encuentre sometida la libertad de la imputada, aún cuando el fallo no se hallare firme, ello debe hacerse con fundamento en el aumento verificado de peligro cierto de frustración del proceso.

En el caso, la decisión no se encuentra debidamente motivada toda vez que, sin haber variado la situación de hecho que diera motivo a la morigeración de la prisión preventiva, el tribunal decidió revocar el beneficio con un fundamento aparente y contradictorio, teniendo en cuenta un supuesto intento de la imputada de sustraerse a la acción de la justicia que no funda en las constancias de la causa y que, en todo caso, ya se había producido cuando, el mismo órgano, había decidido conceder la libertad vigilada.

En tales condiciones, lo decidido no constituye derivación razonada del derecho vigente en atención a las circunstancias comprobadas de la causa, y dicha falta de fundamentación, lleva a descalificarlo como acto jurisdiccional válido, pues la situación planteada se relaciona sustancialmente con la legalidad del procedimiento (cfr. S.C.B.A. P. 33.417), siendo constante la doctrina del Más Alto Tribunal de la Provincia, a la que adscribo, en el sentido que la ausencia de fundamentación del fallo importa el incumplimiento de una exigencia de raigambre constitucional, cuyo fin es el de evitar que los pronunciamientos judiciales aparezcan sin otro respaldo visible que el mero arbitrio de los jueces (artículos 18 de la Constitución Nacional; 168 y 171 de la Constitución Provincial; 106, 210, 434, 448, 450 y 465 del Código Procesal Penal).

Por lo demás, la circunstancia de que la imputada se encuentre a cargo de la crianza de su hijo menor, que posea un arraigo junto a éste y a su esposo, así como la conducta que asumiera durante el proceso y los meses en que estuvo en libertad, -por cierto, no cuestionada en el pronunciamiento-, hacen presumir que, de mantenerse la medida morigeratoria de la prisión preventiva, y más allá de la pena impuesta por sentencia no firme, no intentará sustraerse a la acción de la justicia. 

En consecuencia, propongo al Acuerdo hacer lugar a la acción incoada, sin costas, manteniendo la medida morigeradora de la prisión preventiva, en los términos en que fuera oportunamente otorgada (artículos 18 de la Constitución Nacional; 171 de la Constitución Provincial; 106, 163, inciso 1º, 210, 371, último párrafo “a contrario”, 405, 406, 417, 448, 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal).
En su mérito a esta cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la primera cuestión el señor juez doctor Violini dijo:

Por sus fundamentos, adhiero al voto del doctor Borinsky y también me pronuncio POR LA AFIRMATIVA.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:


En atención al resultado que arroja el tratamiento de la cuestión que antecede, hacer lugar al hábeas corpus articulado, sin costas, debiendo mantenerse la medida morigeradora de la prisión preventiva, en los términos en que fuera oportunamente otorgada (artículos 18 de la Constitución Nacional; 171 de la Constitución Provincial; 106, 163 inciso 1º, 210, 371, último párrafo “a contrario”, 405, 406, 417, 448, 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal). ASÍ LO VOTO.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Violini dijo:

Por sus fundamentos, adhiero al voto del doctor Borinsky.


Por lo que se dio por terminado el Acuerdo, dictando el Tribunal la siguiente 

R E S O L U C I Ó N

HACER LUGAR al hábeas corpus articulado, sin costas, debiendo mantenerse la medida morigeradora de la prisión preventiva, en los términos en que fuera oportunamente otorgada.

Rigen los artículos 18 de la Constitución Nacional; 171 de la Constitución Provincial; 106, 163 inciso 1º, 210, 371, último párrafo “a contrario”, 405, 406, 417, 448, 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal; 47 y 48 de la Ley 5.827.

Regístrese, notifíquese, cúmplase y oportunamente, archívese.
RICARDO BORINSKY – VÍCTOR HORACIO VIOLINI
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